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Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio de 
la misma con el expediente administrativo al Ministerio de 
Defensa para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifica­
ción al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982, de 18 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a VV EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 24 de marzo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés.

Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

13437 ORDEN 111/01031/1983, de 24 de marzo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo, dictada con fecha 30 de noviem- 
bre de 1982, en el recurso contencioso-administrati- 
vo interpuesto por don Jesús Martí Lamiel, Guardia 
civil.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinto del Trbiunai Supremo, 
entre partes, de una', como demandante, don Jesús Martí La- 
miel, quien postula por sí mismo, y de otra como demandada, la 
Administración Pública, representada y defendida por el Abo­
gado del Estado, contra acuerdos del Consejo Supremo de Jus­
ticia Militar de 20 de mayo de 1961 y 4 de noviembre de 1981, se 
ha dictado sentencia con fecha 30 de noviembre de 1982 cuya 
parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que rechazando la inadmisiblidad, alegada en la 
contestación a la demanda, y estimando ed recurso interpuesto 
por don Jesús Martí Lamiel, contra acuerdos del Consejo Su­
premo de Justicia Militar de 20 de mayo y de 4 de noviembre 
de 1961, sobre haber pasivo de retiro dimanante del Real De­
creto-ley 6/1978, debemos anular y anulamos los referidos acuer­
dos, como disconformes a derecho y en su lugar declaramos el 
derecho del recurrente a que se le efectúe nuevo señalamiento 
de pensión de retiro con porcentaje del 90 por 100 sobre la base 
correspondiente, con especial condena en costas a la Administra­
ción demandada.

Asi por esta nuestra sentencia que se publicará en ©1 "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el articulo 3.“ de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 18 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia,

Lo que digo a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 24 de marzo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo de
Justicia Militar.

13438 ORDEN 111/10033/1983, de 24 de marzo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del Tri­
bunal Supremo, dictada con fecha 20 de diciembre 
de 1982, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Ramiro Castañón Gutiérrez, 
Teniente Coronel de Intendencia del Aire.

Exorno. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Ramiro Castañón 
Gutiérrez, quien postula por si mismo, y de otra, como deman­
dada. la Administración Pública} representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra los acuerdos de la Sala de 
Gobierno del Consejo Supremo de Justicia Militar de 7 de junio 
de 1977, 8 de julio y 4 de noviembre de 1981, se ha dictado 
sentencia con fecha 20 de diciembre de 1982, cuya parte dispo­
sitiva es como sigue:

«Fallamos: Que, desestimando el recurso contencioso-adml- 
nistrativo interpuestoo por el Coronel Honorario del Cuerpo de 
Intendencia del Ejército del Aire don Ramiro Castañón Gutiérrez 
contra los acuerdos de la Sala de Gobierno del Consejo Supremo 
de Justicia Militar de 7 de junio de 1977, 8 de julio y 4 de no­
viembre de 1981, que fijaron eu pensión de retiro en noventa

centésimas del haber regulador como Teniente Coronel y le 
denegaron la petición de que se estableciere sobre el sueldo 
de Coronel, debemos confirmar y confirmamos tales acuerdos 
por ser conformes a derecho.

No se hace expresa imposición de las costas causadas en este 
proceso.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bole­
tín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legislativa”, 
lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Coñtencioso-Administran va de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el articulo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V E. muchos años.
Madrid, 24 de marzo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

13439 ORDEN 111/10035/1983, de 24 de marzo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Territorial de Madrid, dictada con 
fecha 21 de octubre de 1982, en el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por don Julio Po­
rras Ditado, Alférez especialista Picador del Ejér­
cito.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo segui­
do en única instancia ante la Sala Segunda de lo Contencioso- 
Administrativo de la Audiencia Territorial de Madrid, entre 
partes, de una, como demandante, don Julio Porras Ditado, 
Alférez especialista Picador, quien po6tula por si mismo, y de 
otra, como demandada, la Administración Pública, representada 
y defendida por el Abogado del Estado, contra acuerdos de 5 de 
marzo de 1980 del General Jefe Superior de Personal y de 
2 de junio de 1980 del Jefe del Estado Mayor de] Ejército, se ha 
dictado sentencia, con fecha 21 de qctubre de 1982, cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que desestimando este recurso, debemos de con­
firmar, como lo hacemos, los acuerdos del General Jefe Su­
perior de Personal de 5 de marzo de 1980, y del General Jefe 
del Estado Mayor del Ejército de 2 de junio del mismo año, 
que en alzada mantiene el anterior, cuyos acuerdos confirmamos 
por ajustarse al Ordenamiento Jurídico, y que rechazaron la 
petición del recurrente don Julio Porras Ditado, para que se le 
reconociese el derecho a percibir trienios de Suboficial desde el 
23 de julio de 1953, en que le fue reconocido el sueldo de Sar­
gento; sin costas.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1950, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 18 de marzo, dispongo que se cumpla-en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V E. muchos años.
Madrid, 24 de marzo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­
cito (JEME).

13440 ORDEN 111/10040/1983, de 24 de marzo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del Tri­
bunal Supremo, dictada con fecha 29 de octubre 
de 1982, en el recurso contencioso-administrativo in­
terpuesto por don Miguel Martínez Morales, Te­
niente de Complemento de la Guardia Civil.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quita del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Miguel Martínez 
Morales, quien postula por sí mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra acuerdos del Consejo Supremo de 
Justicia Militar de 28 de julio y 25 de noviembre de 1981, Be 
ha dictado sentencia con fecha 29 de octubre de 1982, cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que debemos desestimar y desestimamos el re­
curso interpuesto por don Miguel Martínez Morales, Subteniente 
de la Guardia Civil retiradlo, oontra los acuerdos de 28 de julio


